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Se dicta resolución en el recurso de queja contra auto que inadmite a 
trámite la acción de protección efectiva de derechos humanos.
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SUMARIO:

acción de protección efectiva de derechos humanos, incon-
formidad contra violaciones a derechos humanos que pue-
dan presentarse al inicio o durante la sustanciación de un 
procedimiento competencia de la administración pública

Hechos: Un particular presentó una acción de protección efecti-
va de derechos humanos, donde señaló como autoridad responsa-
ble a la Dirección Ejecutiva Jurídica de la Alcaldía Miguel Hidalgo 
y al personal especializado en funciones de verificación, adscrito al 
Instituto de Verificación Administrativa de la Ciudad de México. 
Al respecto, el  juzgado de Tutela de Derechos Humanos al que se 
turnó el conocimiento del asunto  dictó un auto en el que inadmitió 
la acción de protección efectiva de derechos humanos promovida. In-
conforme con dicha resolución, el apoderado legal de la persona moral 
quejosa interpuso el recurso de queja.

Criterio jurídico: Los actos reclamados en el caso en estudio me-
diante una acción de protección efectiva de derechos humanos son 
competencia de un juez de Tutela, al ser quien conoce de manera di-
recta las posibles violaciones a los derechos humanos reconocidos en 
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la Constitución Política de la Ciudad de México, contra los que se in-
conforme el titular de un derecho o de un interés legítimo individual o 
colectivo, al inicio y/o durante la sustanciación de algún procedimien-
to competencia de la Administración Pública y en contra de la omi-
sión de alguna autoridad u órgano autónomo de la Ciudad de México, 
que constituya violación probable o que viole o haya violado los dere-
chos protegidos por dicha Constitución, en términos de los artículos 
66, párrafo segundo, y 67 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Ciudad de México.

No resulta acertado considerar que los juzgados de tutela, al co-
nocer de las acciones de protección efectiva de derechos humanos, se 
constituirían en una instancia extraordinaria; lo anterior, ya que con 
independencia de la competencia del Tribunal de Justicia Adminis-
trativa, el juez de Tutela debe observar si los actos atribuidos a las 
autoridades señaladas como responsables constituyen una probable 
violación a los derechos de la persona accionante, conforme a las obli-
gaciones establecidas para todas las autoridades, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, de proteger y garantizar los derechos hu-
manos de las personas, en términos de lo dispuesto por el artículo 
4, apartado A, numerales 1, 3, 5 y 6 de la Constitución Política de la 
Ciudad de México.

Justificación: Se colman los supuestos de procedencia de la acción de 
tutela promovida, dispuestos en el artículo 66, párrafo segundo, de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de México, en cuan-
to a que para que sea procedente una acción de protección efectiva 
de derechos humanos se requiere que el titular de un derecho o de 
un interés legítimo individual o colectivo se inconforme ante un juez 
de Tutela por una posible violación a un derecho humano, reconoci-
do en la Constitución Política de la Ciudad de México, al inicio y/o 
durante la sustanciación de algún procedimiento competencia de la 
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Administración Pública. Situación que en el caso concreto se actua-
liza, en virtud de que los actos que atribuye el quejoso a las autorida-
des señaladas como responsables acontecieron al inicio y/o durante la 
sustanciación de un procedimiento competencia de la Administración 
Pública, y consistieron en la afectación al acceso de un inmueble por 
la colocación de tapiales fijos en el frente y la imposición de sellos de 
clausura.
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RESOLUCIÓN

Razón. Ciudad de México, en fecha 18 dieciocho de noviembre de 
2025 dos mil veinticinco, el secretario general de Acuerdos de la Sala 
Constitucional del Tribunal Superior de Justicia del Poder Judicial de 
la Ciudad de México, Sergio Tonatiu Rodríguez Zamora, da cuenta 
al magistrado Jorge Ponce Martínez, con el contenido del expediente 
**** (en el que funge como instructor para resolver el recurso de queja 
interpuesto por el ***), de igual forma con el expediente **** ****, del 
registro del Juzgado Décimo Octavo en Materia Penal de Proceso Es-
crito y de Tutela de Derechos Humanos de la Ciudad de México, para 
el efecto de que se determine lo que en derecho corresponda. Doy fe. 

Ciudad de México, a 21 veintiuno de noviembre de 2025 dos mil 
veinticinco. 

Vista la razón que antecede, el suscrito magistrado Jorge Ponce 
Martínez, presidente de la Sala Constitucional del Tribunal Supe-
rior de Justicia del Poder Judicial de la Ciudad de México, como ma-
gistrado instructor para determinar en cuanto al presente recurso de 
queja ***, interpuesto por el ****, en contra del auto de 28 veintiocho 
de octubre de 2025 dos mil veinticinco, emitido por el juez Décimo 
Octavo en Materia Penal de Proceso Escrito y de Tutela de Derechos 
Humanos de la Ciudad de México, Juan Jesús Chavarría Sánchez, en 
el expediente ****, relativo a la acción de protección efectiva de dere-
chos humanos promovida por dicho quejoso, se procede a resolver en 
los siguientes términos.
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RESULTANDO:

ÚNICO. Los antecedentes del presente recurso de queja son los si-
guientes: 1) El 16 dieciséis de octubre de 2025 dos mil veinticinco, 
la Oficialía de Partes Común para Juzgados y Salas del Tribunal Su-
perior de Justicia del Poder Judicial de la Ciudad de México, recibió 
un escrito ****, relativo a la acción de protección efectiva de derechos 
humanos, turnándose el 20 veinte del mes y año precitados al juez 
Décimo Octavo en Materia Penal de Proceso Escrito y de Tutela de 
Derechos Humanos de esta ciudad. En el citado ocurso, de manera 
inicial, el quejoso señaló como autoridad responsable a la Dirección 
Ejecutiva Jurídica de la Alcaldía Miguel Hidalgo; sin embargo, en el 
apartado correspondiente a “Autoridades que intervinieron en la vio-
lación a mis derechos humanos”, se señalan: a) la Dirección Ejecutiva 
Jurídica de la Alcaldía Miguel Hidalgo y b) el personal especializado 
en funciones de verificación, adscrito al Instituto de Verificación Ad-
ministrativa de la Ciudad de México; por tanto, para efectos de la tra-
mitación del presente recurso, se tiene a ambas autoridades señaladas 
como responsables, en su calidad de ordenadora y ejecutora, respec-
tivamente. 2) El 20 veinte de octubre de 2025 dos mil veinticinco, el 
juez de Tutela previno al accionante para que aclarara la petición de 
tutela realizada; prevención desahogada el 24 veinticuatro de octubre 
del año en curso. 3) Con fecha 28 veintiocho de octubre del presen-
te año, dicho juzgador dictó un auto en el que inadmitió la acción de 
protección efectiva de derechos humanos promovida. 4) Inconforme 
con dicha resolución, el apoderado legal de la persona moral en cita, 
mediante escrito presentado en la Oficialía de Partes del citado Juz-
gado Décimo Octavo, el 5 cinco de noviembre del año que transcu-
rre, interpuso recurso de queja en contra del auto de 28 veintiocho de 
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octubre de 2025 dos mil veinticinco, de conformidad con el artículo 
36, apartado B, numeral 3, incisos d) y f) de la Constitución Política 
de la Ciudad de México, en relación con el artículo 723, fracción I, del 
Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal (hoy Ciu-
dad de México), de aplicación supletoria conforme a la ley de la ma-
teria, ordenándose la remisión de los autos acompañados del informe 
con justificación para que esta Sala Constitucional procediera confor-
me a derecho a la sustanciación del recurso en comento; y, 5) Una vez 
radicado el asunto en la Sala Constitucional con número de expedien-
te ***, se asignó para conocer como instructor al suscrito magistrado, 
por lo que procede a determinar lo que en derecho corresponde.

CONSIDERANDO:

PRIMERO. Esta Sala Constitucional es competente para conocer del 
presente recurso de queja, en términos de lo dispuesto por el artículo 
36, Apartado B, numeral 1, inciso g), de la Constitución Política de 
la Ciudad de México, así como el artículo 725 del Código de Proce-
dimientos Civiles para el Distrito Federal (ahora Ciudad de México), 
aplicado supletoriamente en términos del ordinal 14 de la Ley de la 
Sala Constitucional1.

1 La legislación especializada que rige la actuación de esta Sala Constitucional no prevé, el me-
dio de impugnación procedente para aquellas resoluciones de las y los Jueces de Tutela, dentro de las 
acciones de protección efectiva de derechos humanos, cuando no se admite la demanda interpuesta; 
por tanto, la figura de la supletoriedad a que alude el artículo 14 de la Ley de la Sala Constitucional 
del Poder Judicial de la Ciudad de México, y 76, párrafo tercero de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Ciudad de México, permite colmar esta laguna en la ley (especializada), aplicando así, los artí-
culos referentes al Recurso de Queja, que son del 723 al 727 del Código de Procedimientos Civiles 
para el Distrito Federal (hoy Ciudad de México). Dicha aplicación supletoria, posibilita a esta Sede 
Constitucional dar acceso a la justicia y a la tutela efectiva, así como al derecho a un recurso sencillo, 
rápido y efectivo, entre otros, para aquellos casos no previstos por la legislación especializada que 
rige el marco de actuación de esta Sala.
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SEGUNDO. Ante todo, es necesario el análisis de los rubros de 
legitimación y oportunidad; por cuanto hace al primero de ellos, debe 
considerarse acreditado a favor del recurrente *****, de 12 doce de no-
viembre de 2018 dos mil dieciocho, pasada ante la fe del notario públi-
co 21 veintiuno de esta ciudad, del que se desprende el poder general 
limitado que otorga la persona moral aludida en favor del citado *** 
(sin que pase por alto este instructor que el juez de Tutela, al dictar el 
auto de radicación y el auto que por esta vía se recurre, fue omiso en 
pronunciarse respecto de la legitimación del promovente de la acción 
de protección efectiva de derechos humanos, solamente se limitó a te-
ner por señalado domicilio para recibir y oír notificaciones; por tanto, 
no fue reconocida y acreditada personalidad por dicho juzgador como 
aduce el hoy recurrente en su escrito de interposición del recurso que 
nos ocupa); por otra parte, su legitimación se encuentra satisfecha, al 
ser quien se inconformó en contra del auto de 28 veintiocho de octu-
bre de 2025 dos mil veinticinco que inadmitió la acción de protección 
efectiva de derechos humanos *** y, al asistirle el derecho a impugnar, 
en nombre de su representada, ante esta Sala Constitucional las reso-
luciones de las o los jueces de tutela, de conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 36, apartado B, numeral 3, incisos d) y f), de la Cons-
titución Política de la Ciudad de México, en relación con los artículos 
723, fracción I, y 725 del Código de Procedimientos Civiles para el 
Distrito Federal (ahora Ciudad de México), aplicados supletoriamen-
te. Sin embargo, del escrito a través del cual se promovió la acción de 
tutela, se advierte que se señaló domicilio, número telefónico y cuen-
ta de correo electrónico para recibir y oír notificaciones; del mismo 
modo, se autorizó para los mismos efectos a diversos licenciados en 
derecho, sin que el juez de Tutela haya hecho pronunciamiento algu-
no respecto del número telefónico, la cuenta de correo electrónico, así 
como de las personas que se solicitaba su autorización para recibir y 
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oír notificaciones (advirtiendo este instructor a fojas *** y *** de los 
autos que conforman la acción de protección efectiva de derechos hu-
manos ***, diversas razones actuariales realizadas por el secretario 
actuario adscrito al Juzgado Décimo Octavo, en la persona de nom-
bre ****, sin que la aludida haya sido autorizada por el juez de Tutela 
para oír y recibir notificaciones en nombre ***; asimismo, se aprecia a 
foja ***, reverso, la instrucción de publicar el auto de radicación de la 
acción de tutela en el Boletín Judicial, debiéndose asentar la constan-
cia correspondiente, sin que obre en autos la leyenda que contenga los 
datos correspondientes a dicha publicación).

En esta tesitura, se tiene por señalado domicilio y por autoriza-
dos a los profesionistas indicados, únicamente para oír notificacio-
nes, imponerse de los autos y recibir copias de traslado; por tanto, las 
notificaciones se realizarán a través del actuario adscrito a esta Sala 
Constitucional, en el domicilio proporcionado para tal efecto; lo an-
terior, de conformidad con los artículos 15, párrafo primero, y 16 de 
la Ley de la Sala Constitucional. 

Respecto de la oportunidad, la resolución del juez de Tutela fue 
dictada en fecha 28 veintiocho de octubre del presente año, notifica-
da a través de medios electrónicos digitales por conducto de ***, así 
como por comparecencia en juzgado el 04 cuatro del mismo mes y 
año aludidos, según consta de la razón actuarial de fecha 03 tres de 
noviembre del año en curso (fojas *** y ***); sin embargo, debe ha-
cerse mención que las notificaciones realizadas (medios electrónicos 
digitales y comparecencia en juzgado) fueron hechas en un número 
telefónico y por conducto de una persona que no fue autorizada por 
el juez de Tutela; por tanto, en suplencia de la queja, para efectos del 
plazo para la interposición del presente recurso, a que alude el artícu-
lo 725 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal 
(ahora Ciudad de México), aplicado por supletoriedad, se tiene como 
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fecha de notificación del auto motivo de inconformidad, el 04 cuatro 
de noviembre de 2025 dos mil veinticinco (fecha en que se hizo entre-
ga la respectiva cédula de notificación personal de manera física en el 
juzgado); en este sentido, dicho plazo transcurrió del 05 cinco al 07 
siete de noviembre del año en curso, razón por la cual habiéndose pre-
sentado el escrito de reclamación el día 05 cinco de noviembre del año 
que transcurre, en la Oficialía de Partes del Juzgado Décimo Octavo, 
es evidente que el recurso se hizo valer oportunamente.

Por lo anterior, se conmina al juez Décimo Octavo en Materia Pe-
nal de Proceso Escrito y de Tutela de Derechos Humanos de esta ciu-
dad, para que en lo sucesivo sea más diligente y respete los principios 
de exhaustividad y congruencia, que exigen a toda autoridad judicial, 
en cada caso puesto a su conocimiento, resolver todos los puntos plan-
teados y emitir una resolución coherente con lo solicitado, garantizan-
do una respuesta completa y correcta.

En relación con la procedencia de la acción de tutela promovida, los 
artículos 66, párrafo segundo, y 67 de la Ley Orgánica del Poder Judi-
cial de la Ciudad de México disponen que: “…La acción de protección 
efectiva es el mecanismo por medio del cual los jueces tutelares conocen 
de manera directa las posibles violaciones a los derechos humanos reco-
nocidos en la Constitución, contra los que se inconformen el titular de 
un derecho o de un interés legítimo individual o colectivo al inicio y/o 
durante la sustanciación de algún procedimiento competencia de la Ad-
ministración Pública…”; “…Las reclamaciones de tutela son procedentes 
en contra de la acción u omisión de alguna autoridad u Órgano Autóno-
mo de la Ciudad de México que constituya una probable violación, que 
viole o que haya violado los derechos contemplados en la Constitución 
local…”. Con base en lo anterior, para que sea procedente una acción de 
protección efectiva de derechos humanos se requiere que el titular de un 
derecho o de un interés legítimo individual o colectivo, se inconforme 
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ante un juez de Tutela por una posible violación a un derecho humano 
reconocido en la Constitución Política de la Ciudad de México, al inicio 
y/o durante la sustanciación de algún procedimiento competencia de la 
Administración Pública; de manera que las reclamaciones de tutela son 
procedentes en contra de la acción (fracción I) u omisión (fracción II) 
de alguna autoridad u órgano autónomo de la Ciudad de México, que 
constituya violación probable o que viole o haya violado los derechos 
protegidos por dicha Constitución. Por su parte, el artículo 68 de la Ley 
Orgánica en cita establece que las reclamaciones de tutela son impro-
cedentes contra las resoluciones judiciales emitidas por otros órganos 
jurisdiccionales (fracción I); cuando se trate de un hecho consumado, 
salvo cuando continúe la acción u omisión que haya violado los derechos 
contemplados en la Constitución (fracción II); y, los temas que fueron 
expresamente excluidos en la Constitución (fracción III). 

TERCERO. El recurrente señaló como agravios: Uno, “…vulnera-
ción de los derechos humanos y garantías reconocidos en la Constitu-
ción Política de la Ciudad de México al contravenir los principios de 
exhaustividad y congruencia que debe tener el juzgador al analizar la 
demanda que se promueve, al dejar de observar los requisitos esen-
ciales del procedimiento que rigen la acción de tutela…”; Dos, “…vio-
lación al derecho humano de acceso a la justicia y debido proceso, al 
estimar que el Juez de Tutela dejó de observar las generalidades de la 
Constitución Política local y la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Ciudad de México, en relación al presupuesto procesal de competen-
cia y, la omisión en que incurrió el Juez Tutelar de no señalar a una de 
las autoridades responsables (personal especializado en funciones de 
verificación), los actos que se le atribuyeron en la demanda inicial …”.

CUARTO. Agravios que resultan fundados para revocar el auto 
impugnado por las siguientes consideraciones: de los hechos que el 
inconforme planteó en su demanda, se señala: 
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…a) la afectación al acceso al inmueble ubicado en la calle ***, en esta 
Ciudad, por la colocación de tapiales fijos en el frente y la imposición de 
sellos de clausura en los accesos del inmueble ya mencionado (ordena-
dos por Acuerdo Administrativo de 11 once de septiembre de 2025 dos 
mil veinticinco, dictado en el procedimiento administrativo con núme-
ro de expediente *****); b) la omisión de emitir contestación al escrito 
de 10 diez de octubre de 2025 dos mil veinticinco ingresado por el recu-
rrente ante la Dirección Ejecutiva Jurídica de la Alcaldía Miguel Hidal-
go, por medio del cual solicitó la remoción de las medidas que afectan el 
libre acceso al inmueble  antes referido…

Por tanto, contrario a lo sostenido por el juez de Tutela, los actos re-
clamados en la acción de protección efectiva de derechos humanos, sí 
son competencia de un juez de Tutela, al ser quien conoce de manera 
directa las posibles violaciones a los derechos humanos reconocidos 
en la Constitución Política de la Ciudad de México contra los que se 
inconformen el titular de un derecho o de un interés legítimo indivi-
dual o colectivo, al inicio y/o durante la sustanciación de algún pro-
cedimiento competencia de la Administración Pública y en contra de 
la omisión de alguna autoridad u órgano autónomo de la Ciudad de 
México, que constituya violación probable o que viole o haya violado 
los derechos protegidos por dicha Constitución en términos de los ar-
tículos 66, párrafo segundo y 67 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Ciudad de México.

En este sentido, se colman los supuestos de procedencia de la ac-
ción de tutela promovida, dispuestos en el artículo 66, párrafo segun-
do, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de México, 
ya que para que sea procedente una Acción de protección efectiva de 
derechos humanos se requiere que el titular de un derecho o de un 
interés legítimo individual o colectivo, se inconforme ante un juez de 
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Tutela por una posible violación a un derecho humano reconocido en 
la Constitución Política de la Ciudad de México, al inicio y/o duran-
te la sustanciación de algún procedimiento competencia de la Admi-
nistración Pública. Situación que en el caso concreto se actualiza, en 
virtud de que los actos que atribuye el quejoso a las autoridades se-
ñaladas como responsables acontecieron al inicio y/o durante la sus-
tanciación de un procedimiento competencia de la Administración 
Pública. Se arriba a lo anterior, toda vez que de los antecedentes na-
rrados por el quejoso en su escrito inicial de demanda se advierte que: 
i) el 15 quince de mayo de 2025 dos mil veinticinco se notificó a ***, el 
“Acuerdo de Inicio de Procedimiento Administrativo de Revocación 
del Registro de Manifestación de Construcción Tipo ***, con núme-
ro de folio***, de fecha 08 ocho de junio de 2017 dos mil diecisiete”, 
dictado en el expediente ***; ii) en fecha 11 once de septiembre de 
2025 dos mil veinticinco se notificó a la persona moral en cita la re-
solución administrativa de fecha 1 uno de septiembre del mismo año, 
dictada por el Director General de Gobierno y Asuntos Jurídicos en 
la Alcaldía Miguel Hidalgo, en el expediente ***, donde se ordenaron 
diversas sanciones a la moral aludida; iii) el 12 doce de septiembre 
del año en curso, se notificó a la moral en comento el proveído de fe-
cha 11 de septiembre de 2025, dictado en el expediente ***, en el cual 
se ordenó la colocación de tapiales fijos en el frente y la imposición 
de sellos de clausura en los accesos del inmueble ubicado en ***; iv) 
el recurrente presentó escrito el 10 diez de octubre de 2025 dos mil 
veinticinco, ante el Director Ejecutivo Jurídico de la Alcaldía Miguel 
Hidalgo, por la afectación al acceso al inmueble en cita por la coloca-
ción de tapiales fijos en el frente y la imposición de sellos de clausura 
en los accesos del mismo (ordenados por acuerdo administrativo de 
11 once de septiembre de 2025 dos mil veinticinco, dictado en el pro-
cedimiento administrativo con número de expediente*** ), del que se 
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desprende  la solicitud de remoción de las medidas impuestas; lo que 
evidencia, en las circunstancias anotadas, la existencia de un proce-
dimiento propiamente dicho que al momento de la violación que se 
reclama ya estaba iniciado y que derivó en las actuaciones de las auto-
ridades responsables relativas a la reposición del estado de clausura, 
así como la colocación y ampliación de los sellos correspondientes en 
todos los accesos del inmueble en comento (acuerdo administrativo de 
11 once de septiembre de 2025 dos mil veinticinco dictado en el pro-
cedimiento administrativo con número de expediente ***, fojas *** a 
*** de la acción de protección efectiva de derechos humanos ***), así 
como la colocación de tapiales fijos para cubrir la parte frontal del in-
mueble de referencia y la permanencia del estado de clausura (acuerdo 
administrativo de 17 diecisiete de octubre de 2025 dos mil veinticinco 
dictado en el procedimiento administrativo con número de expedien-
te ***, fojas 77 a 80 de la acción de protección efectiva de derechos 
humanos ***** ). 

Por otra parte, el artículo 67 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Ciudad de México dispone que: las reclamaciones de tutela son 
procedentes en contra de la acción (fracción I), y la omisión (fracción 
II) de alguna autoridad u órgano autónomo de la Ciudad de México, 
que constituya  una probable violación o que viole o haya violado los 
derechos protegidos por dicha Constitución, aspecto que en el caso 
en estudio se encuentra colmado, ya que el recurrente atribuye una 
acción y omisión del Director Ejecutivo Jurídico de la Alcaldía Miguel 
Hidalgo (sin dejar de advertir la manifestación del recurrente al des-
ahogar la prevención decretada por el Juez de Tutela, al señalar que 
el derecho fundamental de petición que se encontraba violentado ya 
había sido subsanado por la autoridad responsable; sin embargo, la 
respuesta otorgada continuaba revictimizando a su representada, la 
cual será la materia de estudio de fondo de la acción de protección 
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efectiva de derechos humanos). Sin que pase por alto este instructor 
que en actuaciones obran 02 dos anexos consistentes en: i) orden de 
reposición de sellos de clausura de fecha 11 once de septiembre de 
2025 dos mil veinticinco, suscrita por el maestro Omar Color Rosas, 
Director Ejecutivo Jurídico en la Alcaldía Miguel Hidalgo, de la que 
se desprende el acta de reposición de clausura practicada por el per-
sonal especializado en funciones de verificación, realizada el 12 doce 
de septiembre de 2025 dos mil veinticinco, en el expediente ***; ii) 
acuerdo administrativo de 17 diecisiete de octubre de 2025 dos mil 
veinticinco, dictado por el maestro Omar Color Rosas, Director Eje-
cutivo Jurídico en la Alcaldía Miguel Hidalgo, en el procedimiento 
administrativo con número de expediente ***, del que se desprende la 
colocación de tapiales fijos necesarios para cubrir la parte frontal del 
inmueble ubicado en *** y la permanencia del estado de clausura. Por 
lo anterior, resulta procedente la reclamación de tutela promovida por 
los recurrentes a efecto de que se determine si los actos que se atribu-
yen al aludido Director Ejecutivo Jurídico en la demarcación territo-
rial Miguel Hidalgo, constituyen una probable violación o que violen 
o hayan violado los derechos de ***, contemplados en su favor en la 
Constitución Política local.

De igual forma, resulta errada la manifestación del juzgador de 
Tutela al señalar que los juzgados de tutela de esta Ciudad, al cono-
cer de las acciones de protección efectiva de derechos humanos, no se 
encuentran facultados para constituirse como una instancia extraor-
dinaria, en la que se puedan realizar peticiones tendentes a vulnerar 
el debido proceso, como lo es, que el juzgador tutelar emita, sin tener 
competencia en el ámbito administrativo, un pronunciamiento enca-
minado a obligar a una entidad a modificar, cumplir o revocar sus 
determinaciones, como en el caso concreto, el retiro de tapiales, aper-
tura de acceso al inmueble y quita de los sellos de clausura, aspecto 
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que debe ser resuelto por el Tribunal de Justicia Administrativa; lo 
anterior, ya que, con independencia de la competencia del Tribunal de 
Justicia Administrativa, el Juez de Tutela debió observar si los actos 
atribuidos a las autoridades señaladas como responsables constituían 
una probable violación a los derechos de la persona ***, conforme a las 
obligaciones establecidas para todas las autoridades, en el ámbito de 
sus respectivas competencias, de proteger y garantizar los derechos 
humanos de las personas, en términos de lo dispuesto por el artículo 
4, apartado A, numerales 1, 3, 5 y 62 de la Constitución Política de la 
Ciudad de México.

Del mismo modo, es incorrecto el argumento del juez de Tutela 
relativo a que se actualiza el supuesto de improcedencia del artículo 
68, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de 
México (contra las resoluciones emitidas por otros órganos jurisdic-
cionales), en virtud de que el hoy recurrente no solicitó la protección 
de los derechos de su representada respecto de resoluciones judiciales 
emitidas un órgano jurisdiccional, sino en contra de la acción y omi-
sión que atribuye a la Dirección Ejecutiva Jurídica de la Alcaldía Mi-
guel Hidalgo y al personal especializado en funciones de verificación, 
adscrito al Instituto de Verificación Administrativa de la Ciudad de 
México, los cuales sí son competencia de un juez Tutelar a través de 
una acción de protección efectiva de derechos humanos, razón por la 

2 Artículo 4 Principios de interpretación y aplicación de los derechos humanos
A. De la protección de los derechos humanos
1. En la Ciudad de México las personas gozan de los derechos humanos y garantías reconocidos 

en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los tratados e instrumentos inter-
nacionales de los que el Estado mexicano sea parte, en esta Constitución y en las normas generales 
y locales.

3. Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, están obligadas a promover, respe-
tar, proteger y garantizar los derechos humanos.

5. Las autoridades deberán prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los dere-
chos humanos.

6. Las autoridades jurisdiccionales de la Ciudad ejercerán el control de constitucionalidad, fa-
voreciendo en todo tiempo la protección más amplia para las personas, dejando de aplicar aquellas 
normas contrarias esta Constitución.
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cual no es aplicable la causal de improcedencia de la fracción I del or-
dinal 68 de la Ley Orgánica en cita. Además, una recta interpretación 
de este precepto pone de manifiesto que la referencia a “resoluciones 
emitidas por otros órganos jurisdiccionales”, debe entenderse en el 
sentido de que estemos ante una resolución dictada por un órgano ju-
dicial perteneciente al Poder Judicial de la Ciudad de México en ejer-
cicio de sus funciones, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
6 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de México3, el 
cual establece que el ejercicio jurisdiccional en todo tipo de asuntos 
relativos a las materias civil, mercantil, penal, de extinción de domi-
nio, familiares, justicia para adolescentes, de tutela de Derechos Hu-
manos, laboral y los del orden federal en los casos que expresamente 
las leyes les confieran competencia, corresponde a las y los magistra-
dos y a las y los jueces del Tribunal Superior de Justicia. En el caso no 
se trata de resoluciones dictadas por órganos jurisdiccionales del Tri-
bunal Superior de Justicia del Poder Judicial de la Ciudad de México 
en ejercicio de su función jurisdiccional, sino de una acción y omisión 
atribuidas a una autoridad de la administración pública como violato-
rias de derechos humanos.

En consecuencia, por las consideraciones vertidas en la presente re-
solución, al ser fundados los agravios hechos valer por el recurrente, lo 
procedente es revocar el auto de 28 veintiocho de octubre de 2025 dos 
mil veinticinco, dictado por el juez Décimo Octavo en Materia Penal 

3 Artículo 6. El ejercicio jurisdiccional en todo tipo de asuntos relativos a las materias civil, 
mercantil, penal, de extinción de dominio, familiares, justicia para adolescentes, de tutela de Dere-
chos Humanos, laboral y los del orden federal en los casos que expresamente las leyes les confieran 
competencia, corresponde a las personas servidoras públicas y órganos judiciales que se señalan a 
continuación: 

I. Las y los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; y
II. Las y los Jueces de la Ciudad de México. 
LAS demás personas servidoras públicas y auxiliares de la administración de justicia interven-

drán en el ejercicio jurisdiccional, en los términos que establece la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, esta Ley, los Códigos de Procedimientos Nacionales o los vigentes en la 
Ciudad de México y demás disposiciones jurídicas aplicables. 
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de Proceso Escrito y de Tutela de Derechos Humanos de la Ciudad 
de México, para el efecto de que dicte otro en donde admita a trámi-
te la acción de protección efectiva de derechos humanos y resuelva lo 
que en derecho proceda en relación a las violaciones alegadas por el 
recurrente (debiendo allegarse de los elementos de prueba necesarios 
para determinar si los actos que se atribuyen a la Dirección Ejecutiva 
Jurídica de la Alcaldía Miguel Hidalgo y al personal especializado en 
funciones de verificación, adscrito al Instituto de Verificación Admi-
nistrativa de la Ciudad de México, constituyen una probable violación 
o que violen o hayan violado los derechos protegidos por la Constitu-
ción Política local, en perjuicio de la persona ***, así como la solicitud 
de suspensión de la medida cautelar); lo anterior, con fundamento en 
el artículo 726, párrafo segundo, del Código de Procedimientos Ci-
viles para el Distrito Federal (hoy Ciudad de México) interpretado a 
contrario sensu, aplicado supletoriamente conforme al artículo 14 de la 
Ley de la Sala Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de Mé-
xico; en este sentido, es de resolverse y se 

RESUELVE:

PRIMERO. Al resultar fundados los agravios hechos valer por el in-
conforme, se revoca el auto de 28 veintiocho de octubre de 2025 dos 
mil veinticinco, dictado por el juez Décimo Octavo en Materia Penal 
de Proceso Escrito y de Tutela de Derechos Humanos de la Ciudad 
de México, para el efecto de que dicte otro en donde admita a trámi-
te la acción de tutela promovida y resuelva lo que en derecho proceda 
en relación a las violaciones alegadas por el recurrente en la acción de 
protección efectiva de derechos humanos **** ****, así como la solici-
tud de suspensión de la medida cautelar.
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SEGUNDO. Notifíquese mediante cédula de manera personal ***, 
entregando copia simple de la presente resolución, en términos del ar-
tículo 15 de la Ley de la Sala Constitucional del Poder Judicial de la 
Ciudad de México.

TERCERO. Envíese copia certificada de esta resolución al juez 
Décimo Octavo en Materia Penal de Proceso Escrito y de Tutela de 
Derechos Humanos de la Ciudad de México, devolviéndosele el expe-
diente relativo a la acción de protección efectiva de derechos humanos 
*** y, en su oportunidad, archívese el presente asunto como concluido.

CUARTO. Publíquese el texto de la resolución que nos ocupa en el 
Boletín Judicial del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de Méxi-
co, en versión pública, de conformidad con el artículo 58 de la Ley de 
la Sala Constitucional, en relación con el 180 de la Ley de Transpa-
rencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la 
Ciudad de México.

Así lo resolvió y firma el Magistrado instructor Jorge Ponce Mar-
tínez, presidente de la Sala Constitucional del Tribunal Superior de 
Justicia del Poder Judicial de la Ciudad de México, ante el secretario 
general de Acuerdos, Sergio Tonatiu Rodríguez Zamora, quien auto-
riza y da fe.

Con fundamento en el artículo 116 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 186 
de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de 
México; artículo 3, fracción IX, 9, punto 2, de la Ley de Protección de datos personales en Posesión de 
Sujetos Obligados de la Ciudad de México, así como el artículo 7, fracción II, y 62 de los lineamientos 
Generales de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de Méxi-
co, se hace constar que en esta versión pública se suprime la información considerada como reservada 
o confidencial que encuadra en los ordenamientos mencionados.




